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44-A-22 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las catorce horns del día trece de 

septiembre de dos mil veintitrés. 

Mediante resolución de focha veintitrés de agosto del corriente año (f. 650), se concedió al 

investigado, señor Carlos Andrés Romero, el plazo de diez hábiles para que presentara las alegaciones 

que estimara pertinentes respecto de la prueba que obra en el expediente. En ese contexto, presl!ntó 

escrito en el cual refiere argumentos de defensa (fl 655 y 655). 

Considerandos: 

J. Rehtción de los hechos 

OMelo del c;pso 

El presente procedimiento se tramita contra el seílor Carlos Andrés Romero, ex encargado de la 

Unidad Administrativa Tributaria Municipal de la Alcaldía de Conchagua, departamento de Ln Unión, 

a quien se le atribuye una posible infracción a la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la 

Ley de Ética Gubernamental (LEG), por cuanto durante los meses de septiembre de dos mil veintiuno a 

junio de dos mil veintidós, habría reuli'lado actividades no institucionales durante sujornnda laboral en 

esa comuna, sin contar con los permisos correspondientes. 

Desarrollo del vrocedimienlo 

1. Por resolución de ff. 2 y 3, se ordenó la investigación preliminar del caso y se requirió informes 

sobre los hechos objeto de aviso. En ese contexto, se recibió el informe correspondiente (f. 6). 

2. En la resolución de ff. 7 y R, se ordenó la ampliación de la investigación preliminar del caso 

y se delegó a un instructor para la investigación de los hechos objeto de aviso. Posteriormente, se recibió 

informe por parte de dicho servidor público y la documentación adjunta (ff. 14 al 490). 

3. Por resolución de folios 491 al 493, se decretó la aperturn del procedimiento administrativo 

sancionador contra el señor Carlos Andrés Romero, y se le concedió el plazo de cinco días hábiles para 

que ejerciera su derecho de defensa. 

4. Mediante el escrito de folios 497 al 499 el investigado ejerció personalmente su derecho de 

defonsa y presentó prueba documental (ff. 501 al 524). 

5. Por resolución de folio 525, se abrió a pruebas el procedimiento por el término de veinte días 

hábiles; y se comisionó un instructor para la investigación de los hechos. 

6. En el informe agregado a folios 533 al 538, el Instructor delegado estableció los hallazgos de 

la investigación efectuada e incorporó prueba documental (ff. 543 al 629). 

7. Por resolución de folios 630 y 631, se requirió informes a distintas autoridades sobre los 

hechos objeto del caso de mérito y se suspendió el plazo para concluir el procedimiento hasta el 

vencimiento del término conferido para cumplir con los requerimientos formulndos. 

8. Por resolución de folio 650, se concedió al investigado el plazo de diez días hábiles para que 

presentarn las alegaciones que estimara pertinentes respecto de la prueba que obra en el expediente. 

9. Por medio de escrito de folios 654 y 655 el investigado presentó sus alegatos finales de 

defensa. 

El presente registro en su versión original contiene datos personales, información reservada y elementos de carácter 
confidencial. En este contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo 
establecido al artículo 30 de la Ley de Acceso a la información Pública, se extiende la siguiente versión pública.



11. Fundamento jurídico. 

Transgre.\·iún atribuida 

La conducta atribuida al señor Carlos Andrés Romero se calificó como una posible transgresión 

a la prohibición ética regulada en el artículo 6 lelra e) de la LEG, la cual pretende evitar que los 

servidores públicos realicen actividades ajenas al quclmcer institucional durante su jornada ordinaria de 

trabajo, salvo que exista una justificación legal para ello. La referida norma tiene por objeto que el 

servidor público respete su jornada ordinaria, es decir, el tiempo efectivo establecido para que se dedique 

a las tareas usuales que corresponden a su puesto o cargo. 

La regulación común de la jornada de trabajo en el sector público se encuentra en el artículo 84 

de las Disposiciones Generales de Presupuestos, el cual preceptúa que el despacho ordinario en todas 

las oficinas públicas será de lunes a viernes, en una sola jornada de las ocho a las dieciséis horas. 

Al poseer esta disposición un carácter general resulta útil para definir la jornada ordinaria o 

período de audiencia en que los funcionarios y empicados están obligados a asistir a su despacho u 

oficina. ante la falta de un horario particular contemplado por las leyes y reglamentos que rigen ámbitos 

específicos. 

Lo anterior tiene su fundamento en la naturaleza del trabajo prestado por el servidor público, el 

cual está determinado por las necesidades y conveniencias generales de los ciudadanos, delimitado por 

el ordenamiento jurídico y enmarcado en lns competencias de los entes pl'.1blicos; por lo cual, el interés 

que satisface en este caso el trabajo del servidor pllblico es el interés general de la comunidad, que recibe 

los servicios públicos. 

En ese sentido. en las entidades del Estado debe cumplirse una jornada ordinaria de trab~tio, que 

permita a los usuarios obtener los servicios y realizar las gestiones de su interés dentro de un plato 

razonable, y no establecido a conveniencia del interés particular del servidor público. 

No cabe duda que la Administración Pública está destinada a operar en condiciones óptimas, con 

el propósito de brindar servicios de calidad, de conformidad con los recursos (materiales y personales) 

que se han dispuesto para ello y. ante la ausencia de estos. el cumplimiento de los fines institucionales 

no se realiza en el tiempo o circunstancias planificadas. 

Esto no implica negar la posibilidad que los servidores públicos puedan ausentarse de sus 

labores, pero ello debe ser por motivos legales, mediante el debido procedimiento y en los límites que 

la ley establece. para que dicha ausencia no sea arbitraria. 

Ciertamente. para que un servidor público pueda realizar una actividad particular durante su 

jornada ordinaria de trabajo es imprescindible contar con el aval de la autoridad (o institución) en la que 

ejerce su cargo, pues de lo contrario podría generarse un pe1juicio o detrimento del desempeño de In 

función pública y. en consecuencia, del servicio que se presta a la ciudadanía. 

Por ende, cuando los servidores gubernamentales incumplen sus horarios de trabajo sin 

justificación alguna colateralmente se afecta el ejercicio de la función estatal, lo que incluso podría 

derivar en In prestación de servicios públicos ineficientes y en el retraso de los trámites administrativos 

o judiciales. 

Y es que la actuación de los servidores públicos debe regirse por los principios éticos de 

supremacía del interés público, probidad, responsabilidad y lealtad, establecidos en el artículo 4 letras 
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a), b), g) e i) de la LEG, lo cual supone que atiendan las funciones que les corresponden de forma 

personal, estrictamente en el tiempo, forma y lugar establecido por las normas administrativas respecto 

a asistencia, horarios y vocación de servicio, pues es en razón de ello que reciben una remuneración 

proveniente de fondos públicos. 

En tal sentido, se pretende evitar las deficiencias por parte de los servidores públicos en el 

desempei\o de la importante función que realizan. De ahí, la necei;idad de prohibir este tipo de conductas. 

En ese mismo sentido se pronunció este Tribunal en las resoluciones de las once horns con treinta 

minutos del día veintitrés de mayo de dos mil veintidós y de las trece horas con cuarenta y cinco minutos 

del día dieciséis de noviembre de ese mismo ailo, en los procedimientos relerencias 207-A- l 9 y 147-A­

l 9, respectivamente. 

111. Prueba rccabadn en el procedimiento 

En este caso la prueba que será objeto de valoración, por ser lícita, pertinente, idónea, necesaria 

y útil, es la siguiente: 

Recahada por el Tri huna/ 

l. Certificación de la planilla de sueldos de personal contratado por servicios prolC:sionales 

correspondiente al mes de junio de dos mil veintidós de la Alcaldía Municipal de Conchagua, entre ellos 

el señor Carlos Andrés Romero, en el que consta el salario y los descuentos efectuado al mismo (f. 25). 

2. Copia simple y certificación del punto N.º 1 del acta N.º 1 de fecha uno de mayo de dos mil 

veintiuno, en las que consta el acuerdo N.º 7 emitido por el Concejo Municipal de Conchagua, por medio 

del cual se autorizó la contratación por servicios profesionales del señor Carlos Andrés Romero como 

encargado de Administración Tributaria Municipal, por el período de tres meses a partir de esa focha, y 

se establece el monto de su salario y horario de trabajo (ff. 26y601 ). 

3. Certificación del punto N.º 18 del acta N .º 1 O de fecha trece de agosto de dos mil veintiuno, 

en la que consta el acuerdo N.0 25 del citado Concejo Municipal, por medio del cual se refrendó la 

contrntación del investigado, para el período comprendido entre los meses de agosto a diciembre de ese 

año (f. 27). 

4. Copias simples y certificación del acta N.0 1 de fecha siete de enero de dos mil veintidós, en 

las que consta el acuerdo municipal N.º 6 tomado por el Concejo Municipal de la citada localidad, por 

medio del cual se autorizó la contratación por servicios profosionales del señor Romero como encargado 

de la Administración Tributaria Municipal, por el período de tres meses, n partir del mes de enero de 

dos mil veintidós hasta el día treinta y uno de mm-zo de ese año. Asimismo, se indica el horario y salario 

que percibiría dicho señor (ff. 28; 569 y 602). 

5. Certificaciones del acta N.º 7 de fecha veinticinco de abril de dos mil veintidós, en la que 

consta el acuerdo N.º 3 del Concejo Municipal de Conchagua, mediante el cual se autorizó la 

contratación del señor Romero en el citado cargo, por el período de tres meses, a partir del mes de abril 

de dos mil veintidós hasta el dín treinta de junio de ese año (ff. 29 y 603) . 

6. Certificaciones del acta N.0 11 de fecha treinta de junio de dos mil veintidós, en la que consta 

el acuerdo N.º 4 del Concejo Municipal en comento, por medio del cual acordaron no refrendar la 

contratación del señor Romero a partir del día uno de julio de ese afio (ff. 30 y 604). 
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7. Copias certificada y simple del contrato de servicios profesionales de fecha once de enero de 

dos mil veintidós, suscrito entre el Alcalde Municipal de Conchagua. en representación del Concejo 

Municipal de esa localidad, y el señor Carlos Andrés Romero, por un pl::izo de tres meses; en el que se 

determinó como honorarios la cantidad de un mil quinientos dólares de los Estados Unidos de América 

(EE.UU.) IUS$ l.500J mensuales, sus funciones y horario para ejercer las mismas (ff. 31 al 34; 597 al 

600). 

8. Copia de manual de organización y funciones de la Unidad de Administración Tributaria 

Municipal de la municipalidad de Conchagua; en el que se establece la descripción general de esa área 

y sus funciones (ff. 35 y 36). 

9. Certificación de marcaciones de entrada y salida de la jornada laboral del señor Carlos A!1drés 

Romero en esa comuna, correspondientes al período comprendido entre los días treinta y uno de agosto 

de dos mil veintiuno al treinta de junio de dos mil veintidós en: 38 al 42; 570 al 572). 

1 O. Certificaciones de informe de fecha veintinueve de julio de dos mil veintidós, firmado por 

la jefo de Recursos Humanos de la Alcaldía Municipal de Conchagua, por medio del cual hizo del 

conocimiento al Concejo Municipal de esa localidad sobre irregularidndes en las mnrcaciones de entrada 

y salida de lajonrnda laboral del señor Romero (ff. 43 al 45; 585 al 587). 

11. Certificaciones de informe de fecha veintisiete de junio de dos mil veintidós, suscrito por la 

jefa de Recursos l lumanos de la Alcaldía en comento. por medio del cual comunicó al sefior Romero de 

los descuentos que se le nplicarían en virtud de las irregularidades en sus marcaciones correspondientes 

a los meses de enero a junio de dos mil veintidós (ff. 46; 573 y 588). 

12. Certificación de ratificación de informe de falta de marcación en reloj biométrico de esa 

comurm del selior Romero. correspondiente n los meses de enero n junio de dos mil veintidós (ff. 47, 

574 y 589). 

13. Informe de fecha seis de julio de dos mil veintidós, firmado por la jefa de Recursos Humanos 

de dicha Alcaldía (r. 102). junto con el cual remitió la siguiente documentación: a) hoja de detalle de 

salarios y descuentos percibidos por el señor Romero durante el período comprendido entre los meses 

septiembre de dos mil veintiuno a junio de dos mil veintidós (f. IOJ): y, b) copin certificada de los 

permisos personales. licencias y misiones oficiales del referido señor correspondiente al lapso indagado 

(ff. 104 al 145; y del 547 al 568). 

14. Informes de fecha ocho de julio de dos mil veintidós, emitidos por la jefa de Recursos 

Humanos de la Alcaldía antes aludida, en el primero de ellos se establece los mecanismos de marcación 

del sei'\or Romero durante los meses de muyo de dos mil veintiuno a junio de dos mil veintidós (f. 146); 

y por medio del segundo se remiten copias certificadas de hojas de memoria de labores del período en 

comento (ll 473 al 490). 

15. Certilicación de informe, de fecha quince de junio de dos mil veintidós, firmado por la 

aludida jefo de Recursos l lumanos. por medio del cunl se comunicó al señor Romero sobre las 

irregularidades en las nmrcaciones de asistencia del mismo correspondientes al período comprendido 

entre el mes de enero al día trece de junio de dos mil veintidós (ff. 583 y 584 ). 

16. Informe de fecha nueve de agosto de dos mil veintitrés. suscrito por el secretario municipal 

de Conchagua (f. 649). mediante el cual se indicó que durante los meses de septiembre de dos mil 
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veintiuno a junio de dos mil veintidós se requirió la presencia del investigado fuera del horario laboral 

para abordar diversos lemas de la municipalidad. Asimismo, se mencionó que se le facilitó la 

oportunidad de permisos compensatorios al señor Romero, todo ello sin especilicar las fechas y horas 

en concreto en que dichas circunstancias habrían ocurrido, ni adjuntar documentación de respaldo. 

lnc011mrada por el inve.\·tigado. 

l. Copia de escrito de fecha veintiuno de octubre de dos mil veintidós, suscrito por el sefior 

Romero, dirigido al olicial de la unidad de acceso de información de la citada Alcaldía, por medio del 

cual el investigado le solicitó copia certilicada de diferentes documentos referentes a sus inasistencias, 

permisos, descuentos de su salario y fallas del sistema de marcación (f. 508). 

2. Copia de escrito de fecha veinte de diciembre de dos mil veintiuno, suscrito por el señor 

Romero, por medio del cual le remitió a la encargada de Recursos l lumanos copias de misiones oficiales 

correspondientes al mes de mayo a diciembre de dos mil veintiuno y de registro de asistencia autorizadas 

previo a marcación biométrica desde mayo al treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno, para ser 

agregados a su expediente ndministrativo en esa comuna (ff. 511) 

J. Copia de informe de fecha dieciséis de junio de dos mil veintidós, firmado por el asesor legal 

de la citada Alcaldía, por medio del cual se dio respuesta a la opinión jurídica solicitada por el 

investigado a esa unidad respecto a las irregularidades en sus mnrcacioncs e inasistencias, lo cual fue 

informado a la encargada de Recursos Humanos por medio de éste. (f. 512). 

4. Copias de escritos de fechas veinte y veinticinco de junio de dos mi 1 veintidós, dirigidos a la 

encargada de Recursos Humanos de esa Alcaldía, por medio de los cunles el investigado expuso sus 

justificaciones ante la falta de marcaciones en la asistencia en esa comuna (ff. 514 y 515). 

5. Copia simple de informe suscrito por el investigado y otros servidores públicos de esn 

comuna, según el cual se menciona que a las trece horas con treinta minutos del día tres de febrero de 

dos mil veintidós, se apersonaron al distrito de Las Tunas para dar seguimiento al Plan de Trabajo a 

desarrollar en ese año (f. 517). 

6. Copia de escrito de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós, por medio del cual el 

investigado y otros servidores públicos de esa Alcaldía, solicitaron al tesorero municipal de Conchagua 

la elaboración de vialidades para el personal de su unidad y de dos facsímiles para estampar en las 

solvencias de dos distritos de ese municipio (f. 518). 

7. Copia de escrito de fecha treinta de marw de dos mil veintidós, por medio del cual el 

investigado y otros servidores públicos de esa Alcaldía giraron diferentes instrucciones a la Unidad de 

Cuentas Corrientes de esa Alcaldía (f. 519). 

8. Copia simple de acta de entrega de la Unidad de Catastro Tributario Municipal, en la que 

consta que a las quince horas con veintiocho minutos del día veintinueve de abril de dos mil veintidós, 

se reunieron el investigado y otros servidores públicos de esa Alcaldía para realizar la entrega y prueba 

del equipo, herrmnienta, sistema, vehículo asignado a esa Unidad (f. 520). 

9. Copias simples de licencias de vallas publicitarias a favor de los contribuyentes denominados 

"ARHEDES, S.A. de C.V." y "VIVA UOTDOOR, S.A. de C.V." de fechas doce y veinticinco de mayo 

de dos mil veintidós, respectivamente (f. 522). 
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Por otra parte. la documentación de fs. 48 y 49, 53, 68 al 1 O I, 147 al 4 72, 501 al 507, 509, 513, 

516, 518. 521. 524, 575 al 582, 590, 591, 592. 593, 613, 628 y 629. 638 al 648, no serú objeto de 

valoración por carecer de utilidad o resultar sobreabundante para acreditar o desvirtuar los hechos que 

se dilucidan. 

IV. V:tloración de tu prucb:1 y dccisiim del c:1so. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 inciso 5° de la LEG, lns pruebas vertidas en 

el procedimiento se valorar{m seglin el sistema de la sana crítica, el cual se asienta en el principio de 

rn.r.onabilidad y obliga a que las múximas de experiencia consten en Ja motivación de la resolución 

definitiva: a linde evidenciar cómo se ha alcanzado certeza ele lo afirmado por lus parles. 

El artículo 87 del Reglamento de la LEG establece que en el procedimiento administrativo 

sancionador rige el principio de libertad probatoria, siendo admisibles todos los medios de prueba, que 

cumplen los requisitos de licitud. pertinencia. idoneidad. necesidad y utilidad; habiéndose realizado el 

juicio de admisibilidad y procedencia correspondiente. 

Aunado a ello, el artículo 106 incisos 1 º, 2° y 3° de la Ley de Procedimientos Administrativos 

(LPA ). establecen reglas generales en cuanto a los medios probatorios. así: "[l]os hechos relevantes para 

la decisión de un procedimiento podrán probarse por cualquier medio de prueba admisible en derecho y 

será aplicable, en lo que procediere, el Código Procesal Civil y Mercantil.----Se practicarán en el 

procedimiento !odas las pruebas pertinentes y útiles para determinar la verdad de los hechos, aunque no 

hayan sido propuestas por los interesados y aun en conlra de la voluntad de éstos. ----Las pruebas serán 

valoradus en forma libre, de conformidad con las reglas de la sana crítica; sin embargo, para el caso de 

la prueba documental, se estaní al valor tasado de la misma en el derecho procesal común". Y el inciso 

6º de la disposición legal citada prescribe que "[l los documentos formalizados por los funcionarios a los 

que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observúndose los requisitos legales 

correspondientes se recojan los hechos constatados por aquellos, harán prueba de éstos salvo que se 

acredite lo contrario··. 

Así, en el presente caso. dentro de la prueba vertida se encuentra la documental , la cual se 

configura dentro de los documentos públicos administrativos, que son los "vúlidamenlc emitidos por los 

órganos de las Administraciones Públicas: esto es los producidos por un órgano administrativo de 

acuerdo a las formalidades exigidas en cada caso" (Barrero, C., la Prueba en el Proceclimie1110 

Adminislralivo, p. 336). 

En ese sentido. el inciso 6° de la disposición legal citada prescribe que "[/jos doc11111e11to.\· 

jim11ali:ado.\· por los .f1111cio11arios a los que se reconoce la cmulicián ele autoridad y e11 los que, 

oh.'iervá1ulo.ve los requisitos legales corre.\p<mdie11tes se rec<~i<m los hechos constatados por aquellos. 

harán prueha de é.,·tos salvo que se acredite lo contrario". 

Lo m1lcrior. en concordnncia con los artículos 106 de la LPA y 331 del Código Procesal Civil y 

Mercnntil (CPCM), el primero refiere que serún instrumentos públicos "los expedidos por notario, que 

da le. y por autoridad o funcionario público en el ejercicio de su función pública"; y. el segundo, a los 

instrumentos ¡n'il'aclos, cuyo valor probatorio -de conformidad con artículo 341 del CPCM- constiluyen 

"prueba IChacicnte de los hechos. •1ctos o estado de cosas que documenten: de la fecha y personas que 

intervienen en el mismo. así como del ICdatario o funcionario que lo expide" y para el caso de los 
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privados, hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, si no ha sido impugnada su autemicidad o 

ésta ha quedado demostrada. 

En este sentido, es preciso acotar que la prueba documental vertida en el procedimiento consta 

documentos privados e informes, copias simples y certilicaciones emitidas por servidores de 

instituciones pllbl icas. 

Por tanto, a partir de la prueba nportnda en el trnnscurso del procedimiento se ha establecido con 

certeza: 

.l. La calitlml tle seri•illor públic:o del ilH'esligmlo, .rn Jwrario y 111ml11/itlml tle trabajo y el 

re1:ist1·0 tle 11.\'islendu e11 /11 Alca/tifo .M1mici¡111/ tle Cmrc/111g11a, en el período objeto tle im•e.<1·tigucitJ11: 

Durante el período comprendido entre los meses de septiembre de dos mil veintiuno a junio de 

dos mil veintidós, el señor Carlos Andrés Romero fue contratado por servicios profesionales como 

encargado de la Administración Tributaria Municipal de la Alcaldía Municipal de Conchagua, 

devengando un salario mensual de mil quinientos dólares de los EE.UU. (US$1,500). 

Asimismo, entre los meses de septiembre a diciembre de dos mil veintiuno, el señor Romero 

debía cumplir una jornada laboral comprendida desde las quince con treinta minutos a lus diecisiete 

horas de lunes a viernes; y en los meses de enero a junio de dos mil veintidós, según acuerdo municipal 

N.º 6 contenido en el acta N.º 1 de fecha siete de enero de dos mil veintidós, del Concejo Municipal de 

esa localidad, su hornrio de trabitio fue desde las quince horas hasta las dieciséis horas ~e lt~~Jl viernes; 

sin embargo, en el contrato de servicios profesionales a nombre del señor Romero consta que su jornada 

laboral era desde las guincc con treinta minutos hasta las dieciséis horas. 

De acuerdo con la información proporcionada por In autoridad competente, el mecanismo de 

control del cumplimiento de la jornada laboral del señor Romero en el reforido lapso fue por medio de 

n;rnrcnciones en el reloj biométrico de esa comuna. 

Entre las funciones que debía cumplir el señor Romero en dicho cargo se encuentra las 

siguientes: i) elaborar el plan anual de la unidad; 2) proponer las políticas, estrategias, planes y 

programas a desarrollar en las áreas de su competencia al Concejo Municipal; 3) coordinar el 

seguimiento de casos y el análisis de los dictámenes e informes fiscales. 

Todo lo anterior, se acredita mediante los siguientes documentos: i) copia simple y 

certificaciones de los acuerdos: N.0 7 del punto N.º 1 del acta N.º 1 de focha uno de mnyo de dos mil 

veintiuno; N.º 25 del acta N.º 1 O de techa trece de agosto de dos mil veintiuno; N.º 6 del acta N.º 1 de 

lecha siete de enero de dos mil veintidós; N.º 3 del acta N.º 7 de fecha veinticinco de abril de dos mil 

veintidós; todos emitidos por el Concejo Municipal de Conchagua, relativo a la autorización de 

contratación y refrendas respectivas del investigado en esa comuna (ff. 26 al 29; 601 al 603); ii) 

certificación del contrato de servicios profesionales de fecha once de enero de dos mil veintidós, suscrito 

entre el Alcalde Municipal de Conchagua, en representación del Concejo Municipal de esa localidad, y 

el señor Carlos Andrés Romero (ff. 33 y 34; 596 al 600); iii) copia simple del pcrlil de funciones de la 

Unidad de Administración Tributaria Municipal (f. 36); e , iv) informe rendido por Ju jefa de Recursos 

Humano de esa entidad edilicia (f. 146). 
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Finalmente. a partir del día uno de julio de dos mil veintidós. el señor Romero dejó de laborar 

para la citada comuna, según se indica en certilicación del acuerdo N.º 4 de fecha treinta de junio de dos 

mil veintidós. del Concejo Municipal antes aludido (II 30 y 604). 

2. El i11c11mplimie11to del ltomrio de tmlmjo por parte del im•estigado, d1m111te ltt jommltt 

lttlumtl 1¡11e debía c11111plir e11 Alcultlíu M1111ici¡ml de Cm1dwg1111, eu el lup.'io imlagmlo: 

A partir de la vcrilicación de la cestificación de las licencias y misiones oficiales autorizadas al 

investigado (ff. 104 al 145; 547 al 568) durante el período indagado: de los acuerdos de nombramientos 

y refrenda; y del contrato de servicios profesionales a favor de dicho señor, en Jos que consta el horario 

del mismo (ff. 26 al 34: 569 al 604): de los registros de marcaciones electrónicas de asistencia del 

investigado corresrondienles a los meses de septiembre de dos mil veintiuno a junio de dos mil veintidós 

(ff. 38 al 42: 570 al 572): de los informes relativos al mecanismos de marcación del horario de trabajo 

en Ja citada comuna. así como de las irregularidades en el mismo por parte del seílor Romero (ff. 46 y 

47: 473 al 490; 573. 574, 583, 584. 588 y 589) y de la normativa aplicable (ff. 594 al 596), se advierten 

las siguientes inconsistencias en el cumplimiento de la jornada labora[ por parle del seilor Carlos Andrés 

Romero: 

o\i\11 Mes N.ª Frclm llorn l11rn11si.~lt'11ci11 

1 2/IJ/2021 18 37 Solo una marcacn>n snhtla 

2 319/2021 No posee mílrcnc1ún 

J 6/912021 13 27 
~olo llllíl mnrrnc nin. 

entrada 

.. 71912021 No posee 111arcac11in 

!"i 10/9/2021 No 1111sce marcaciiln 

Sr¡llirmhrr 
,, IJ/912021 17 46 Solo una mnrcnciún: sal ida 

7 1419/2021 No puscc nmrcaciúo 

H 2019/2021 15 59 Solo mm marcaciún 

!.I 211912021 13,27 Solo una 11tílrcac16n· 
cnlrmla 

111 27/9/2021 1743 Solo una marcnc1un: salida 

11 29/9/2021 13 32 
Solo una marcm:ión: 

entrada 

21121 12 6110/2021 18 -IS Snlo una mnrcaciún: salida 

13 IJ/1012021 No pmcc mnrcnciún 

, .. 1 S/10/2021 IJ JI Solo una mnrcociim: 
entrada 

15 l IJ/ I0/2021 IJ .28 Solo 1111n marcnciim: 
entrada 

Orluhrc 

l(j 21110/21121 13 2-1 Solo una mnrcnciún: 
enlrmla 

17 22.1 10/2021 IJ 27 
Solo mm nmrcncii111: 

entrada 

111 27110/2021 IJ •17 19:2•1 mnrcaciún lnrtlla de 
cntmdn 

19 29/10/2021 17 57 Solo 11níl 11111rcnc1ón ~ilitlíl 

20 4/11/2021 14 os 111 ll m~rcn'1Óll tnrdin de 
cntrnda 

21 9/11 /2021 No posee marcac1ún 

Nu\irmhn~ 22 1211112021 18 lJ. Solo una 11mrcn1:1ú11 snl11fa 
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:?J l 6/llll02 I 11:50 Snln una nrnrcacmn salida 

2.J 1711112021 13 23 Solo una murcac1on 

25 11111112021 No rosee nmrcac1ón 

26 23/111202 l IK-117 Solo una nmrcnc1ón snh!la 

27 24111/2021 17 ·l·I Solo una nmrcncmn snhda 

2N 25/1112021 No rosee nmrcnción 

!') 29/1112021 Nn posee 11mrcac1ón 

J(J 11121202 l IH ·OO Solo uua marcactón salida 

JI 2/1212021 IK 00 Solo una 111arcac1tín snhda 

32 311212021 17 ·11 'inlo una nmrcacmn salida 

JJ 711212021 No posee nmrcuc1ó11 

J.J 8/1212021 17 20 Solo unn marcac1011: salida 

35 9/1212021 18 35 Solo una murcac1on sal 11.la 

36 I0/1212021 18 11 11112 Solo una nmrcncion: salida 
Dich•mhrc 

37 13112/'.!021 No posee 1111ucac1ón 

J/I l ·1112/2021 No posee nmrcac1ón 

J'J 15/1212021 No posee nmrcac1ón 

-to 16/12/2021 No posee nmrcac1on 

.JI 17112/2021 No posee nmrcac1011 

.J2 20/1212021 No posee nmrcuc1m1 

.JJ 21/1212021 No posee nmrcac1011 

.... 22/1212021 No pusce marcación 

.¡5 23/1212021 No rusce marcación 

.J6 3/112022 17:-15 Solo 1111a n111m1ción . salid.i 

.¡7 5/1/2022 17·2) 'iolo una nmrcacióll" salida 

.J!I 12/1/:!022 18:31 Solo una 11mn:ac1011: salida 

Enero .JI) 13/1/2022 17:56 Solo una marcaeion. sal ida 

50 19/112022 No posee marcación 

51 20/1/21122 No posee mHrcacu'in 

52 211112022 13·11! - 17·59 murcucmn umha Je 
cn1n11Ja 

2022 marcación tardía de 53 J 11112022 M Oll - 18 ·15 enlrm.la 

5.J 312/2022 Nn posee nmrcac1ó11 

55 10/212022 17 18 Snlo una 111arc11c1ó11: sahda 

56 1·11212022 16 2R Snln u 1111 nmrcac1011 suhda 

Fchreru 
57 16/2/2022 1712 Snlo una nmrcac1on sahda 

5!1 211212022 19•]6 Solo 111111 11rnrcac1tin· salida 

5!.I 28/2/2022 13 ·15 - IK :.f4 
Mnrcacíón lardia de 

cntrnda 
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(,IJ 2/Jf2022 No puse e nmrcac 1i111 

Cil 3/312022 No 1m~cc marcaciim 

lí2 •113/2022 Nn posee nmrcacion 

63 7/Jf2022 No posee marcacinn 

"" 9/Jf2022 No posee nmrcac1i111 

i\111r1.o 
li5 IOIJ/2022 Nu 1msec nuucallim 

,,,, 16/312022 No pmcc nu11u1c11!11 

67 17/3(2022 No 1msec 111arcm.:1ti11 

<•H 111/3(2022 Nu posee nmrcm:mn 

<19 25/3'2022 Nu posee nmrcacii111 

70 J()/)(2022 13:39 
Solo u na nmrcacitin· 

cn1rada 

71 l/.lf2022 H 59 19 15 
l\'hltcac16111ardia de 

cnlrnda 

72 ·l/.1'2022 MJI Solo una nmrcac1ú11 

Abril 73 61412022 1342 
"' l 7 

l'vlarc11ci1i11 tnrdla de 
enlrada 

74 22f.lf2()22 ]) 55 - 17 55 
Mmcac1ü111ardla de 

cnlrnda 

75 2 lJl-112022 No posee 111arc11c1ün 

76 41512022 No posee 111arcm:1011 

77 9/512022 16:10 Solo una marcnciíin 

7¡¡ 11/5(2022 ]);29 Solo una marcación 

l\lnyn 7'J 12/5'2022 No posee marcac mn 

liCJ 13/5(2022 13'47 Solo una marcacion 

lil 25/5(2022 Nn posee marcaciún 

112 J l/5'2022 [J -15 Solo una nmrcaciún 

113 2/6(2022 16 J2 Solo una marcacilin 

11-1 J/6'2022 No posee nmrcacit'lu 

85 (1/(1f2022 19 07 Solo una mnrcaciim 

li6 7/M2022 No posee nmrcaciim 

117 1 ()/(,/2022 No posee nmrcación 

Hll l 5/6'2022 Nn posee nmrcaciim 

H9 16/(1/2022 No posee marcac iim 

.Junio 90 17/(1/21122 Nu posee murcaciiln 

91 20/ú/2022 No posee marcacil!n 

92 22/M2022 No posee 111arcac1«in 

'JJ 23/6(2022 Nn 1msee marcacmn 

94 z.l/6{2022 No pnsec 11mrcac1ún 

95 27/6(2022 No posee nmrcac1ón 

'Jli 2916(2022 No posee 11mrcac1ún 

97 30/(,12022 No posee nmrcac1ún 

De lo anterior, es dable concluir que, en el lapso indagado, el scí'íor Romero incumplió noventa 

y siele veces su horario laboral, sin ninguna justificación que avale dichas irregularidades: es decir, que, 

durante ese tiempo, el investigado desatendió sus obligaciones y funciones, para realizar actividades 

distintas a las de su cargo público. 

IO 



En su escrito de ff. 497 al 499, el investigado manifestó que la encargada de Recursos Humanos 

olvidó manifestar que tenía un promedio de salida de la municipalidad a tas dieciocho horas, en virtud 

de haber asistido a todas las convocatorias desarrolladas por el Concejo Municipal, inclusive a altas 

horas de la noche, las cuales generaron tiempo compensatorio "que efectivamente estü reconocido por 

la [e.lncargada de Recursos Humanos dicho procedimiento, pero que en mi caso particular no ha sido 

nsí; es decir, si se cuantificaran las horas en las que me han contratado y las que efectivamente devengue" 

(sic). 

Sobre el patticular, es menester re!Crir que, en virtud de los principios de la ética pliblica de 

legalidad, transparencia y rendición de cuentas, regulados en el artículo 4 letras f), h) y 111) de la LEG, 

Jos servidores públicos deben dejar constancia documental de su comparecencia a las diversas 

actividades que realicen en función de su cargo; verbigracia, asistir a misiones oliciales, asi stencia a 

reuniones o sesiones de Concejos Municipales o cunlquicr otro tipo de evento institucional; de manera 

que se justifique, sin dejar espacio a la arbitrariedad, que se ha utilizado el tiempo efectivo de trabajo, 

pura sntisfocer los fines del servicio pt'.1blico. Lo cual, no se ha verificado en el caso concreto, respecto 

de las argumentaciones que renliza el investigado. 

Cabe resaltar que, si bien el secretario municipal de Conchagua mencionó en su informe de focha 

nueve de agosto de dos mil veintitrés (f. 649), de forma general e imprecisa, que durante el período 

indagado se requirió la presencia del sefior Romero fuera de su horario laboral para abordar diversos 

temas de la municipalidad y, por lo cual, se le habría compensado dichasjornadns laborales con permisos 

compensatorios, no especilicó fechas ni horas en que ello habría sucedido; ni remitió documentación de 

respaldo. Al respecto, se ndvierte que, conforme a la copia certificada y simple del contrato de servicios 

profesionales de folios 31 al 34; 597 al 600, dicho sefior podría disponer de ese beneficio por medio de 

"permisos personnles compensatorios", siempre que presentara el correspondiente formulario a la 

Gerencia General de la municipalidad para ser autorizadas. Por tanto, el investigado tenía la habilitación 

para solicitar la compensación de tiempo, por trnbajosjustilicados y extraordinarios realizados fuera de 

su horario lmbitual de trabajo, por los medios antes ya mencionados. 

S ín embargo, sobre las irregularidades idenli licadas supra no existen autorizaciones para 

ausentarse de sus labores en los términos indicndos ni para llegar después de su hora de entrada y 

retirarse antes de que tenninnra su jornada laboral; pues, según la documentación recabada por el 

Instructor delegado, así como la solicitada en reiteradas veces a esa comuna y la que fue entregada a este 

Tribunal, no constan registros de solicitudes ni autorizaciones de permisos por tiempo compensatorio n 

nombre del señor Romero en ese lapso. Por ende, no resultan atendibles las aseveraciones que expone. 

Aunado a lo anterior, en cuanto a las alegaciones del scí\or Romero, referentes n que la encargada 

de Recursos Humanos le realizó descuentos por lns presuntas ausencias injustificadas de forma 

negligente y con anomalías en sistema de mnrcación, lns cuales, debido al atraso en el pago respectivo, 

no tuvo oportunidad de "apelarlos", así como que le habría solicitado a dicha servidora pl'1blica el cierre 

del "ciclo" de sus asistencias, pero no lo recibió; es preciso indicar que la Alcaldía Municipal de 

Conchagua en sus informes rendidos ante este Tribunal no ha manifestado la posible existencia de 

falencias o irregularidades en el sistema de marcación, así tampoco el investigado ha acredito por medio 

de prueba idónea que dicha circunstancia habría ncaecido, sino que únicamente se limita a sefialarlas en 
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sus escritos de defensa e incorpora escritos dirigidos a la encarga de Recursos Humanos por parle del 

mismo investigado y del asesor legal de esa Alcaldía. en los que también se indican esas circunstancias 

(ff. 512. 514, 515). Por lo que. dicho argumento debed1 desestimarse. 

Por otro lado. en cuanto a que existirían personas con intenciones de emitir rumores en contra 

del sciior Romero. quien incluso -afirma- haber sido víctima desde hace más de un aiio de acusaciones 

que han vulnerado su integridad. honor y capacidad técnica, al tomarle fotografías a él y a su vehículo, 

y subir esas imúgcnes a redes sociales a fin de daf\ar la "administración actual .. (ff. 501 al 507); es preciso 

señalar que lo anterior, a pesar de que podrían ser situaciones reprochables, éstas no constituyen 

circunstancias dentro del marco fúctico de este procedimiento; pues lo que se está dirimiendo en el 

mismo es sobre el cumplimiento o no de la jornada laboral del señor Romero en la referida Alcaldía en 

el período indagado, y por lo cual no es procedente su amílisis. 

Ahora bien. en el traslado o audiencia linal conforida al investigado. éste reiteró los argumentos 

antes indicados y agregó c¡uc. dentro de las memorias de trabajo presentadas a la municipalidad de 

Conchagua de forma mensual no aparece ningún tipo de consignación de actividades de los días martes 

debido a que se encontraba trabajando en la municipalidad de San Luis de la Reina, habiéndoscle 

realizado los descuentos respectivos. Al respecto. debe scílalarse que este Tribunal únicamente ha hecho 

referencia u los días en los que no se encuentran justilicadas las irregularidades en las marcaciones de 

asistencia del señor Romero, y no en aquellos días en los que el investigado sí tenía permisos o licencias 

para ausentarse de sus labores. 

Asimismo, cabe resaltar que las memorias de labores mensuales o anuales, bitácoras e informes, 

entre otros. son medios que dispone la Administración Pública para llevar a cabo sus responsabilidades 

de control interno y documentar el logro de sus objetivos, lo cual es indispensable en lodos los niveles 

y dependencias del Estado: sin embargo. éstos no son el medio idóneo p<1ra acreditar el cumplimiento 

electivo de h1 jornada laboral de los servidores públicos, comrario .'ien.rn, si lo son los registros de 

asistencia, cuyo objetivo es procurar la concurrencia del personal a su área de trabajo en su hora de 

entrada y salida: los cuales --en el caso en concreto- evidencian una serie de irregularidades en el 

cumplimiento del horario de labores, por parte del investigado, tales como llegadas tardías, salidas 

anticipadas u omisiones de nrnrcaciones. Por tanto, dichos argumentos no son vúlidos. para desvirtuar 

los hechos atribuidos. 

Aún y cuando el investigado alude que en ciertas fechas realizó tareas correspom.lientes a sus 

funciones, y que de alguna de ellas presentó copias simples (ff. 511, 514 y 515; 517 al 520: 521) en las 

que constaría la realización de diferentes diligencias en los días en que existen irregularidades en su 

marcación. es menester aclarar que dichos documentos no son suficientes para acreditar que el señor 

Romero cumplió la jornada laboral de forma completa; es decir, no es posible a través de los mismos 

establecer que c!Cctivamente el inve!>tigado permaneció dentro de la Alcaldía durante su horario de 

trabajo o que se encontraba durante esas horas rcali1 .. ando una misión oficial que le habría llevado lodo 

el día de su trabajo. Por lo que dicha prueba deberá desestimarse por no ser insulicientc para comprobar 

el argumento planteado por el investigado. 

Por otro lado. en cuanto al hecho que "miembros" de este Tribunal llegaron a la casa de 

habitación de la madre del investigado. a quien le habrían hablado de forma y en tono inapropiado, y se 
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habría dañado "sensiblemente la salud fisica y emocional" de ella, es importante aclarar que esta 

autoridad administrativa está comprometida con la defensa y respeto de los derechos del investigado y 

de la ciudadanía en genernl. Asimismo, el personal de este Tribunal tiene a bien la práctica de los buenos 

valores y principios éticos en el desempeño de sus labores diarias, entre ellos el decoro regulado en el 

artículo 4 letra j) de la LEG, el cual cstublece la obligación para los mismos de "{g]uardar las reglas 

de urbanidad, re.\1Jeto y buena educnción en el ejercicio de .w fimción". 

A ese particular. se advierte que consta en acta de focha cinco de enero de dos mil veintitrés (f. 

5) el instructor delegado se apersonó al Barrio El Calvario, Cuarta Calle Poniente, municipio de Santa 

Elena, departamento de Usulután, a fin de realizar un sondeo con vecinos del lugar y del posible 

conocimiento que tuvieran de los hechos objeto de investigación; sin embargo, diferentes personas que 

no quisieron identificarse, le mencionaron que el señor Romero ya no residía en ese lugar, y que en la 

casa N.º 7 vivía la madre del mismo. Por lo que, el instructor al dirigirse a dicha casa consultó a una 

se11ora que manifestó ser la madre del investigado si el señor Romero vivía en ese lugar, a lo cual ella le 

contestó que no y que actualmente residía en San Miguel. pero que desconocía la dirección exacta. 

Al respecto, se advierte que dicha diligencia fue realizada en el marco de la recolección de 

elementos de investigación, pues el instructor delegado pretendía ubicar a personas que tuvieran 

conocimiento de los hechos atribuidos al scfior Romero. Asimismo, es preciso indicar que de lo 

expresado en el acta respectiva por el servidor público en comento no se advierten las supuestas 

circunstancias anómalas a las que se re ficre el investigado en su escrito; en todo caso, de contur con 

elementos suficientes sobre dichos hechos, el Tribunal activaría su potestad disciplinaria, pues esa 

circunstancia resultaría ajena al objeto de este procedimiento. 

En cuanto al argumento relativo a la supuesta falta de imparcialidad y "prejuicio" en las 

actuaciones del instructor, particularmente por no realizarle una entrevista al investigado, debe seihllarse 

que la potestad sancionadora atribuida a este Tribunal -como a cualquier ente administrativo- no es 

absoluta, es por ello que se ejerce aplicando en todos los casos los principios del Derecho Administrativo 

Sancionatorio, que encausan las actuaciones en beneficio del cumplimiento de los fines del J..,stado pero, 

principalmente, en garantía de los derechos de los administrados. 

Adcmiís, doctrinariamentc se ha considerado:"( .. . ) si a alguien se puede exigir un plus especial 

de calidad humana es a los funcionarios públicos. pues gozan de una serie de potestades que no tiene el 

sector privado; y por otra, porque la gestión de intereses colectivos es una de las actividades más 

importantes del horizonte profesional ( .. . )" (Jaime Rodríguez-Arana Muíloz, Principios de É1ica 

Publica ¿Corrupción o Ser11icio'!, pp. 85 y 86). 

La l~tica Pública se refiere a los actos humanos en tanto que son realizados por los servidores 

públicos en el cumplimiento de sus funciones y atribuciones. 

En concordancia con lo anterior, el principio de imparcialidad regulado en el arl. 4 letra d) de la 

LEG, obliga a lodos los servidores públicos a proceder con objetividad en el ejercicio de la función 

p(1blica. 

De conformidad con la jurisprudencia constitucional,"( .. . ) el principio de imparcialidad en el 

ejercicio de la función pública no solo tiende a proteger la aplicación objetiva del ordenamiento jurídico 

o la rectitud de las decisiones y acciones públ icas, sino lnmbién la buena aparienciu o la buena imagen 
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de la Administración o del servicio civil( ... ), como presupuesto para obtener o conservar la confianza 

de los ciudadanos. 

l~sle constituye un principio ético elemental, pues el desarrollo de la función püblica de todos 

los servidores estatales debe estar desprovista de cualquier interés subjetivo, ya sea el personal o el 

derivado de relaciones familiares. societarias, conlructuales, de amistad, entre otras de naturaleza 

privada. 

La observancia de dicha pauta de comportamiento es esencial en el desarrollo de todas las 

funciones cslatales, en virtud que la Administración Pública actúa a través del componente humano que 

la conforma. En efCcto, como rcliere el autor Luis l'vlorell Ocaña, "exi.\'te una corrclaci<ín necesaria entre 

la ol?ietil'idad de la Admi11iwració11 e imparcialidad del.f1111cio11ario" ello, en razón de que "la volu111ad 

ele la imtit11c.:i<}11 es la voluntad de la persona que hace uso de la competencia de aquélla" (L. Morcll 

Ocaíla, La objetividad de la Administración Pública y otros componentes de la ética de la institución, 

Revista espar1ola de Derecho Administrativo N.º 111, año 2001, págs. 363 y 364 ). 

De esta manera. el cumplimiento del principio de imparcialidad es un mandato inc11esti01wble 

para todos los empicados de este Tribunal, y no puede existir ni un atisbo de una actuación que pueda 

ser percibida como parcial. 

A ese particular, mediante resolución de las trece horas con cincuenta y un minutos del dia 

dieciséis de noviembre de dos mil veintidós, se delegó al licenciado  

como instructor para que realizara la investigación de los hechos y recepción de prueba del caso (f. 525). 

En ese sentido, sobre la alegación del señor Romero antes indicada, eslc Tribunal verifica que 

en el expediente del presente procedimiento administrativo sancionador no consta que el instructor tenga 

o haya tenido algún tipo de relación con el objeto litigioso que haya menoscabado la objetividad con la 

cual debe desarrollar sus funciones, ni tampoco que tenga un interés particular en el asunto. 

Precisamente. no se advierte la concurrencia de alguna circunstancia objetiva, seria, razonable y 

comprobable que haya incidido en la imparcialidad del licenciado  al 

realizar las entrevistas indagatorias y al momento de elCctuar la recepción de la prueba del caso; ni 

existen circunstancias que permitan colegir que el mismo haya tenido algl'.111 tipo de prejuicio o interés 

personal. relaciones familiares. societarias. contractuales o de amistad que lo haya llevado a actuar en 

desmedro de los intereses del investigado Carlos Andrés Romero. 

Asimismo, debe reiterarse que al Tribunal le corresponde la carga de la prueba; y en este caso, 

se delegó al instructor que realizara la investigación de los hechos, lodo con el fin último de buscar la 

verdad material; y determinar si el señor Romero infringió nlguna norma ética. 

Si bien el investigado refiere que el instructor no se lomó el tiempo para realizarle una entrevista 

u opinión sobre los hechos que se le alribuyen al mismo, es menester indicar que dichas diligencias no 

son las idóneas para establecer la ocurrencia de la conducta antiétiea en cuestión, sino que deberá ser la 

existencia de documentos como los antes ya citados, v.gr. permisos, registros de asistencia. entre otros. 

Y es que, en ningt'm momento el inslruclor real izó actuaciones tendientes a pe1j udicar al 

investigado de forma injusti licada. Por el contrario, puede advertirse en los informes del instructor (ff. 

14 al 18: 533 al 538) y de las aclas y los oficios de requerimiento que se le realizaron a la Alcaldía 

Municipal de Conchagua en reiteradas ocasiones (IT. 55 al 57; 66 y 67; 615 al 620), dado la tardía 
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colaboración por parte de dicha entidad edilicia, que dicho servidor pliblico solicitó toda la información 

necesaria para delimitar, comprobar o desvirtuar la conducta antiética ntribuida al investigado en el 

presente caso, diligencias que tuvo como resultado los documentos que ya consta en el presente 

expediente. 

Por todas las razones expuestas, se advierte que no existe ninguna circunstancia para poner en 

duda su imparcialidad, ni se ha extralimitado en su labor como instructor delegado en el presente caso. 

Finalmente, el investigado menciona que él no tuvo la capacidad para redactar acuerdos 

municipales, por lo que la designación y diferencia del horario de trabajo en las contratuciones y 

refrendas realizadas en el período ind;igado, correspondía al Concejo Municipal decidirlas. 

Al especto, cabe resaltar que en el presente caso no se cuestiona la variación de los horarios que 

tuvo durante el tiempo de servicio en esa Alcaldía, sino mñs bien se debate sobre el incumplimiento de 

los mismos. 

En consecuencia, ni hacer una valoración integral de los elementos de prueba recabados en el 

procedimiento, se ha establecido que durante el periodo indagado el señor Carlos Andrés Romero 

incumplió de forma recurrente su horario de trab<tjo, para realizar actividades ajenas a las institucionales, 

y se ausentó del mismo sin contar con justificaciones legales, como licencias que le habilitaran para 

ello. 

En definitiva, se ha establecido en este procedimiento la transgresión a la prohibición ética 

regulada en el artículo 6 letra e) de la LEO por parte del sellor Carlos Andrés Romero, en tanto se 

esperaba de él que, como servidor público, empleara el tiempo asignado exclusivamente para 

desempeñar sus funciones y cumplir las responsabilidades como encargado de la Unidad de 

Administración Tributaria de la Alcaldía Municipal de Conchagua, a fin de que atendiera asuntos 

relativos a los lines de esa comuna durante su jornada laboral. 

J. L11 respo11.\·11bili1/ml tlel i11ve.\'li¡:11tlo por lt1 t1·1111.\'l:resió11 ti /11 pmltihic:itfo ética regulm/11 e11 el 

t1rtíc:11/o 6 lelm e) tle /11 LEG. 

Es preciso acotar que, la potestad sancionadora ejercida por este Tribunal se somete, entre otros 

principios, al de responsabilidad, regulado en el artículo 139 N. º 5 de la LPA, según el cual "sólo podrán 

ser sancionados por '1ec/10s com·til11livo.i; de il!fi·acción las personas 1w111rale.\· yjurídica.'i que resulten 

responsable.\' a 1ít11lo de dolo, culpa. o cualquier o/ro tíllllo que de1ermi11e la ley ". 

Por tanto, es exigible, conforme a la referida disposición, que las sanciones que imponga este 

Tribunal - y cualquier otra autoridad administrativa estén sustentadas, además, en la comprobación de 

un nexo subjetivo entre el autor y los hechos objeto de una 'ianción. 

Este nexo"( ... ) se puede manifostar como dolo, culpa, e incluso, para un grupo de infracciones 

administrativas denominadas "formales", a nivel de inobservancia. Todas estas formas de imputación 

su~jetiva, conllevan el destierro de la responsabilidad objetiva con la que se sanciona automñticamente 

por la realización de un hecho. 

En el ordenamiento jurídico salvadorei1o, la base de la exigencia de responsabilidad subjetiva se 

encuentra en la misma Constitución, en el artículo 12, al mani fcstar que "Toda persona a quie11 se impllle 

1111 delito, se presumirá i11ocen1e mientras no se pruebe su culpabilidad C01!fi1rme a la ley(. .. )". Además, 
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la jurisprudencia constitucional y contencioso administrativa son congruentes ni expresar que no puede 

haber sanción sin culpabilidad. 

Por ejemplo, la Sala de lo Contencioso Administrativo en la sentencia de rclcrencia 376-2007 

de fecha 13 de febrero de 2017 expresó que "lo.\· principios límites a la pote.'itacl .w111cio11adora exigen 

que la i1[/i·acciú11 (. .. ) se realice ya sea co11 i111enciún o por culpa". Asimismo. la Sala de lo 

Constitucional en la resolución de refCrencin 110-2015 de fecha 30 de marzo de 2016 también indicó 

que: "en materia admi11istra1il·a .w111cio11adora es aplicahle el principio n11lla 1me11a sine culpa, lo que 

excluye cualquier forma de re.\'f}(Jll.mbilidad ol?ieOva, pues el dolo o culpa co11slit11ye11 1111 cle111e11to 

/Já.\·ico de las i1?/i·accio11e.\· admi11islralivas ". 

Asimismo. la referida Sala de lo Contencioso Administrativo, en la sentencia de referencia 508-

2016 de focha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, acotó que en materia administrativa 

sancionatoria. "(. . .) las i1!fi·accio11e.\· pueden ser atribuibles a cualquier título de imp11tació11, si11 que 

para ello se fije 111w regla general o 111w excepciú11 [circunstancia que. si se cm1fig11ra en el derecho 

penal. por designio ah.wlulo del legisladm). Por ello, c:orre.,pmulerá al aplicador de la 11or111a, advertir 

Ji la i1{/im:ciá11 que se analice puede ser atribuida a /Ítulo de dolo o culpa (. . .) ". 

En ese orden de ideas. en el caso de mérito. este Tribunal considera que el investigado se 

encontraba en una posición material que le habilitaba la posibilidad de conocer sus funciones, 

obligaciones y derechos como servidor püblico: es decir, tuvo la oportunidad real y el dominio completo 

de solicitar las licencias corrcspom.lientes para presentarse de forma tardía o ausentarse de sus labores 

con causa justilicada y no lo hizo: por el contrario. el señor Carlos Andrés Romero se ausentó de forma 

reiterada de sus labores o llegaría tardíamente a las mismas, por períodos prolongados del tiempo, en 

noventa y siete ocasiones. sin contar con la autorización para ello. 

En consecuencia. se ha acreditado en el presente caso la existencia del nexo sul~jclivo entre el 

selior Carlos Andrés Romero y la conducta comprobada mediante este procedimiento - In cual es típica 

y antijurídica conforme al artículo 6 letra e) de In LEG-; habiéndose establecido con total certeza que el 

investigado actuó con un comportamiento doloso. por lo que deberá determinarse la responsabilidad 

corrcspond ien tc. 

V. Sanciím uplicnblc. 

El Artículo 42 de la LEG cslnblece que: "Una vez comprobado el i11c11111plimie1110 de los deberes 

éticos o la 11iolaciá11 de las pro'1ihicio11es éticas previJ/a.\' en esta Ley, el 7i·ilmnal sin pe1juicio de la 

respomahilidfül civil, penal 11 olra a que diere lugar, impondrá la 11111/ta respeclilla, cuya c11a11tia no 

será i1!/erior a 1111 salario 111í11i1110 111e11s11af has/a 1111 máximo de cuarenta salarios mínimos 111e11s11ales 

urhanw; para el seclor comercio. El 7hbmwl deberá imponer una .w111ció11 por cada il?fi·acció11 

comprobada··. 

El artículo 97 del Reglamento de In LEG prescribe también estos aspectos y agrega que para la 

fijación del monto de la multn se lomará en cuenta los criterios establecidos en el artículo 44 de la LEG 

y el monto <lel salario mínimo mensual para el sector comercio vigente en el momento en que se cometió 

la infracción. 

En ese sentido. el articulo 144 inciso 1 º de la LPA señala que, al responsable de dos o más 

infracciones. se le impondrán todas las sanciones correspondientes a las diversas infracciones. 
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... 

Parn determinar la sanción a imponer al señor Curios Andrés Romero, es necesario tener en 

cuenta que incurrió en la conducta constitutiva de lrnnsgrcsión a la prohibic:.:ión ética regulada en el 

artículo 6 lelrn e) de la LEO, durante los meses de septiembre de dos mil veintiuno a junio de dos mil 

veintidós. 

Las infracciones continuadas son una plurnlidud de ilícitos homogéneos entre sí, infringiendo el 

mismo o semejantes preceptos administrativos, que por una licción legal se trntan como una sola 

infracción legal, a pesar de que cada ilfcito en forma separada, podría ser una infracción independiente 

(sentencia emitida por In Sula de lo Contencioso Administrativo de la Corle Suprema de Justicia, en 

fecha 2l-VII-2017, en el proceso referencia S 10-2014). 

Al haber acaecido los últimos hechos constitutivos de transgresiones éticas en el año dos mil 

veintidós, se estima oportuno fijar la multa a imponer al investigado con base en el snlario mínimo 

mensual urbano para el sector comercio vigente en ese año, cuyo monto equivale a trescientos sesenta y 

cinco dólares de los Estados Unidos de América [US$365.00], según el Decreto Ejecutivo N.º 1 O de 

fecha siete de julio de dos mil veintiuno, y publicndo en el Diario Oficial N.º 129, Tomo 432, de esa 

misma fecha . 

Por tanto, para la determinación de In multa a imponer al investigado resulta aplicable el monto 

relacionado. 

Así, de conformidad con el mencionado artículo 44 de In LEG, para lijar el monto de la multa el 

Tribunal considerará uno o nu1s de los siguientes aspectos: i) la grm•edad y circzt11.\'/ancias del liec/10 

comclidv: ii) el be11eficio o ganancias oble11ida.\· por el i1?frac/Or, su cónyuge, c01wh•ie11/e, parientes o 

socio, como consecuencia del ac/o 11 omisión com·titutim.\· de ilifmcción; iii) el dmio ocasionado a la 

Administración Púhlica o a terceros pe1j11dicados; y, ;,~la capacidad de pago, y la renta potencial del 

.wmcionado al momento de la infracción. Estos son, pues, los criterios de dosimetría que deben valornrse 

para que la sanción impuesta sea proporcional. 

En este caso, los parámetros o criterios ol~jetivos para cuantificar la multa que se le impondrá al 

señor Carlos Andrés Romero, son los siguientes: 

i) La grm•edad y circ1111slll11cias del Jiecho cometido: 

El artículo 218 de la Constitución establece en su primera parte que ·'los funcionarios y 

empleados públicos están ni servicio del Estado", de ahí que la Sala de lo Constitucional haya 

interpretado que éstos deben realizar su función con eficacia y también con una actitud de 

desprendimiento del propio interés o de lines personales (sentencia de fecha 28-11-2014, 

lnconstitucionalidad 8-2014, Sala de lo Constitucional). 

Asimismo, la LEG contiene como principios de la ética pública, los de legalidad, transparencia 

y rendición de cuentas -artículo 4 letras f), h) y m) de la LEG-, los cuales orientan a todos los 

destinatarios de esa norma a actuar con apego al ordenamiento jurídico en el marco de sus atribuciones; 

de manera accesible para que la ciudad:mla pueda conocer si sus actuaciones son apegadas a la ley; y, a 

rendir cuentas de la gestión plibl ica. 

Por lo que, en el caso que nos ocupa, la magnitud de la infracción cometida por el seifor Romero 

deviene de la naturaleza del cargo que ejercía, en virtud del nivel jerárquico en el que se encontraba 

dentro de la estructura organizativa de la Alcaldía Municipal de Conchngun, y, por ende, de su nivel de 
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responsabilidad; pues, como encarg::ido de la Unidad de Administrnción Municipal de esa localidad 

debía velar por el cumplimiento de l::i gestión administrativa y ejecutiva. dirigir y controlar las 

actuaciones de dicha depemlcncia. 

No obstante tener esas responsabilidades, el investigado realizó actividades no institucionales, 

incumpliendo en 11m•ellfa y siete ocasiones su jornada laboral; es decir, que dichas conductas las habría 

realizado de forma continuada y prolongada, durante los años dos mil veintiuno al dos mil veintidós; 

aprovechúndose así de forma indebida de su cargo, para satisfacer sus intereses particulares, lo cual 

resulta anlagónico a la función pública que desempeñaba. 

En ese sentido, el señor Romero, al realizar la conducta antiética atribuida. no actuó de buena 

le; pues, para sustraerse del cumplimiento de sus responsabilidades laborales, y evadir la determinación 

de posibles responsabilidades legales. no soliciló los permisos correspondientes, pese a conocer las 

obligaciones que regían su actuar. 

ii) El daíio ocasionado a la Administración Púhlica. 

La conduela del investigado ocasionó un daño al erario de la Administración Pública - en 

concreto para la Alcaldía Municipal de Conchagua-, pues se erogaron fondos para sufragar la 

remuneración que no fue devengada en su totalidad, ya que se ha comprobado que los meses de 

septiembre de dos mil veintiuno a junio de dos mil veintidós, el investigado incumplió con su jornada 

laboral sin que existiera justi licación o documentación de respaldo, que le habilitara para ello por parle 

de esa comuna, habiendo percibido sus salarios respectivos a los meses de septiembre de dos mil 

veintiuno a abril de dos mil veintidós, puesto que durante los meses de mayo a junio de dos mil veintidós 

si se le realizaron descuentos por irregularidades en la asistencia advertidas por la encargada de Recursos 

Humanos. 

En ese sentido. el daño ocasionado a la Administración Pí1blica con la conduela que hoy se 

sanciona se determina a partir del dispendio de fondos de la referida institución para cubrir el pago de 

la remuneración por los días en el cual el investigado incumplió su obligación de realizar sus funciones 

durante el horario de trabajo establecido para el lo, particularmente en los meses de septiembre de dos 

mil veintiuno a abril de dos mil veintidós. 

iii) La re111a potencial del sa11cio11ado al 1110111e11/o de la tran.\gresi(m. 

Entre los meses de septiembre de dos mil veintiuno a junio de dos mil veintidós, cuando 

acaecieron los hechos constitutivos de transgresión ética del artículo 6 letra e) de la LEG, el seíior Carlos 

/\ndréo; Romero percibió un salario mensual de mil quinientos dólares de los EE.UU. (US$1,500), como 

se veri !lea en: a) copia simple y certificada de los acuerdos de nombramientos y rerrendas; y del contrato 

de ser\'icios profosionales a nombre de clícho señor (ff. 26 al 34: 569 al 604): y, h) copia certilicada de 

la planilla de sueldos del per.c;onal contratado por servicios prolCsionales correspondiente al mes de junio 

de dos mil \'eintidó.<; de esa Alcaldía (í. 25). 

En consecuencia. en atención a la gravedad y circunstancias del hecho cometido, a la afectación 

ocasionada a la Administración Pí1hlica por la conducta acreditada, y a la renta potencial del sdior 

Romero. es pertinente imponerle una multa de dos salarios mínimos mensuales urbanos para el sector 

comercio. lo cual asciende a setecientos treinta dólares de los EE.UU. (US$730.00), por la transgresión 
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u In prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LEG, cuantía que resulta proporcional a la 

transgresión cometida según los parámetros antes desarrollados. 

Por tanto, con base en los nrtículos 1 y 14 de la Constitución; VI. 1 letra c) de la Convención 

lnteramcricanu contra la Corrupción; 1 letra c) y 8 de la Convención de las Nac iones Unidas contra la 

Corrupción; 4 letras a), b), f), g) e i), 6 letrn e), 20 letra a), 37, 42, 43 y 44 de In Ley de l~tica 

Gubenmmcntul; 95 y 97 del Reglamento de dicha Ley, este Tribunal RESUELVE: 

a) Stmdóna.\·e al sefior Carlos Andrés Romero, ex encargado de lu Unidad Administrativa 

Tributaria Municipal de la Alcaldía Municipal de Conchagua, departamento de La Unión, con una multa 

de setecientos treinta dólares de los Estados Unidos de América (US$730.00), por haber transgredido la 

prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la Ley de Ética Gubernamental, en razón que 

durante los meses de septiembre de dos mil veintiuno a junio de dos mil veintidós, habríu realizado 

actividades no institucionales, incumpliendo noventa y sic/e veces su jornada laboral, sin trnmitar los 

permisos respectivos y percibió el salario correspondiente a los meses de septiembre de dos mil 

veintiuno a abril de dos mil veintidós sin ningún descuento por dicha circunstanciu, sufrugado con fondos 

públicos, seg{m se ha desarrollado del considerando IV de esta resolución. 

b) Se hace saber al sancionado que, de conformidad con los artículos 39 de la Ley de Ética 

Gubernamental, 96 del Reglamento de diclm Ley, 104, 132 y 133 de la Ley de Procedimientos 

Administrativos, para la presente resolución se encuentra habilitada la interposición del Recurso de 

Reconsideración, el cual es optativo para el agotamiento de la vía administrativa; y de disponer su 

utilización, deberá presentarse dentro del pinzo de diez días hábiles, contados a partir del siguiente al de 

la notilicación respectiva. 

Notiji1¡11ese. 

I 
PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS gE '. 
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